14° SIMPOSIO SOBRE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA ARGENTINA

Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 1° al 3  de agosto de 2012

DIRECTIVAS DE RELATORIA PARA LA PRESENTACIÓN DE TRABAJOS

COMISIÓN N° 1

COMISIÓN N° 1 "Ley Penal Tributaria y Previsional. Su reforma según ley 26735".
Relatora: Dra.  Teresa Gómez

1.- PALABRAS PREVIAS
El “Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina” es, anualmente, una ocasión para el debate serio y fundamentado de los temas que preocupan y ocupan a los profesionales abocados al estudio de la materia tributaria.  
El décimo cuarto Simposio nos encuentra enfrascados en el análisis de la reciente reforma operada sobre la ley Penal Tributaria y Previsional 24.769, que instala nuevos parámetros de punibilidad, nuevas responsabilidades y nuevos institutos que, a no dudarlo, deberán ser definidos por la doctrina y enmarcados por la jurisprudencia. 
Es por ello que esta Comisión propone un estudio integral de todas y cada una de las modificaciones dictadas. Mereciendo, mayor dedicación, aquellas que si bien constituyen cambios profundos en la política criminal sólo se insertan en la ley sin grandes precisiones jurídicas,  V.gr. incorporación de las haciendas locales como bien objeto de tutela, y utilización total o parcial de facturas apócrifas. 
Recordamos, que el décimo tercer Simposio Tributario realizado en el año 2011, a través de su Comisión Nº 1  abordó el estudio y análisis del “Proyecto de modificación de la ley penal tributaria y previsional” que, en ese momento, era impulsado por el Poder Ejecutivo Nacional (
). Entendemos que el Informe de Relatoría, así como las Conclusiones de la Comisión constituyen piezas doctrinarias de consulta obligada. (
)

2.- TEMAS A CONSIDERAR
A continuación mencionamos sólo algunos de los aspectos sobre los cuales el ponente podrá profundizar:

a) Incorporación de haciendas locales como nuevo bien jurídico tutelado (hacienda pública nacional y haciendas públicas provinciales).

b) La evasión agravada y su configuración con la utilización, total o parcial, de factura o documento equivalente, ideológica o materialmente falsos.

c) Incorporación de la punibilidad de la persona jurídica, abandonándose el criterio que “societas delinquere non potest”.

d) Instituto de la presentación espontánea.
e) Modificación de las umbrales de punibilidad [condiciones objetivas (
)]
f) Nuevo tipo penal de adulteración de los sistemas informáticos y los controladores fiscales
g) El Fisco deja de tener la capacidad de decisión sobre la procedencia, o no, de efectuar la denuncia penal (cfr. Art. 177 del CPPN) (
)
h) La denuncia penal no suspende ni impide los procedimientos de determinación y ejecución de la deuda ni los recursos que se interpongan contra las resoluciones recaídas en aquellos.
i) Imposibilidad, de la suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos de la ley 24.769 y de los delitos aduaneros, según la incorporación del último párrafo al Art. 76 bis del Código Penal.
a) Incorporación de las haciendas locales como nuevo bien jurídico tutelado (hacienda pública nacional y haciendas públicas provinciales).
Tal como se avizoraba desde el proyecto del PEN, las haciendas locales son ahora bien jurídico tutelado por la norma. Ello así, en los artículos 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9,10,11,12 y 12 bis, se hace referencia al fisco nacional, provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

La posibilidad de su inclusión había tenido pronunciamientos en contra (
), pues “los fiscos provinciales ya se encuentran dotados con regímenes de naturaleza penal, lo cual agrava aún más la situación, ante la definición asimétrica del alcance de las conductas tributarias ardidosas” (
). 
En el debate parlamentario se expuso ésta problemática. El diputado Ernesto Félix Martínez, en disidencia con la incorporación de las haciendas locales, expresó que: “Quien en nuestra Nación se queda con un poder estatal, ya sea nacional, provincial o municipal, se reserva la potestad persecutoria del Estado en virtud del principio de la inherencia represiva. Las infracciones fiscales que ofenden a las haciendas provinciales no pueden ser objeto de legislación por el Estado nacional atento a que, en relación a las materias tributarias reservadas por las provincias, sólo a éstas les compete legislar en el orden represivo. Se trata de un exceso que invade las facultades delegadas a las provincias y, por lo tanto, en este aspecto vamos a disentir parcialmente, propiciando –para evitar una discusión en particular aburrida que en cada artículo en el que se agrega la expresión “al fisco provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” sea expresamente suprimida, lo que estaría de acuerdo con nuestra posición frente al proyecto de ley que, reitero, ha sido profusamente debatido en comisión, lográndose una redacción, en general, de excelente factura.

Sin embargo la norma se votó.
Surgen, entonces, varios interrogantes sobre los cuales los ponentes podrán arrojar luz. A mero título enunciativo mencionamos los siguientes: 
I. Es constitucional la ley 26.735  que legisló sobre una materia que, en principio, las provincias se han reservado, como son las facultades de naturaleza punitiva? 
II. La condición objetiva de punibilidad prevista por las hipótesis respectiva, debe considerarse por cada jurisdicción  —p.ej. $ 400.000 en Salta y $ 400.000 en Tucumán—, o por impuesto —p. ej. $ 400.000 de impuesto a los ingresos brutos con prescindencia que la atribución por jurisdicción sea menor al monto—? (
)
III. Cómo se verificará el monto objetivo en contribuyentes de convenio multilateral ?

IV. Serán necesarios nuevos fueros federales especializados, o con la actual estructura se podrá garantizar la debida atención  a los justiciables y a los Fiscos.  
V. La AFIP anuncia el dictado de una resolución general que implementará la “Matriz de intercambio de información penal tributaria”. Será suficiente para dotar al sistema federal de la agilidad necesaria para la persecución del evasor por los fiscos provinciales?
b) La evasión agravada y su configuración con la utilización, total o parcial, de factura o documento equivalente, ideológica o materialmente falsos.

Si bien las condiciones objetivas de punibilidad de la evasión agravada se han actualizado, válido resulta destacar que tres incisos, de los cuatro contenidos en la norma, no se han modificado (agravamiento por el monto, por la utilización de testaferro y por la utilización dolosa de beneficios fiscales). La inclusión como figura agravada de la utilización total o parcial de factura o documento equivalente, ideológica o materialmente falsos (cuarto inciso), genera gran intranquilidad por la imprecisión del texto legal.   

Conocida la intención de agravar la conducta por la utilización de facturas apócrifas, el 13º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  manifestaba, al respecto, que la medida proyectada no tenia una relación cuantitativa con el monto de la obligación fiscal, con lo cual resulta manifiestamente violatoria del principio de razonabilidad. Y en lo que respecta a la persecución penal de los emisores o “usinas” de documentos apócrifos, aparece la figura del Art. 210 del Código Penal que contempla un cometido represivo idóneo al tema en cuestión.

Si bien la agravante no menciona condición objetiva para la configuración de la evasión agravada, entendemos que se trata de, por lo menos, el umbral de punibilidad previsto por el artículo 1º, es decir $400.000, ello en función que la imprevisión de legislador no puede suponerse y mucho menos presumir que se votó una norma punitiva irracional, que menoscaba la seguridad jurídica con posibles excesos del fisco en la interpretación de la reforma. (
)
 Expertos (
) opinan que la reforma está enfocada a determinar la pena desde una perspectiva de prevención general positiva, es decir con la intención de funcionar como medio disuasivo. Pero aun así no resulta racional (
) imponer una pena de cumplimiento efectivo a quien evada $ 450.000, en concepto de IVA donde $ 1.000 sean el resultado de la utilización de dicha documentación apócrifa, ya que la pena no resultaría proporcional al daño ocasionado. (
) 

Asimismo, aquilatada doctrina (
) ha expresado que una interpretación coherente de la reforma debe concordar que si la factura o facturas realmente apócrifas no superan el piso del Art. 1º de la ley ($400.000), ello no es el agravante para trasladar la conducta al tipo del Art. 2º agravado, en directa correspondencia al primer párrafo de este último artículo.

Acorde a lo dicho, exhortamos a los ponentes a que aporten sus opiniones sobre los siguientes interrogantes: 
I. Qué condición objetiva debe verificarse en la agravante del inciso d) del artículo 2º. 

II. Las causas en trámite por evasión agravada, cuyos importes resulten inferiores a aquellos determinados por la ley 26735 en sus incisos a); b) y c), por aplicación del principio de ley penal más benigna, deben ser reencuadradas en la hipótesis de evasión simple? (
)
III. El dictamen del Sr. Procurador General de la Nación (5/12), es prohibitivo respecto del reencuadre de las conductas en un tipo penal más leve por modificación de los umbrales de punibilidad?
c) Incorporación de la punibilidad de la persona jurídica, abandonándose el criterio que “societas delinquere non potest”.

Ya hemos manifestado (
) que el debate sobre la responsabilidad penal (tributaria) de las personas jurídicas divide a la doctrina, desde años, en dos grandes posiciones:

a)
Aquellos que sostienen que la “societas delinquere non potest” (la sociedad no puede delinquir).

b)
Aquellos que propugnan la sanción a persona jurídica entendiendo que la “societas delinquere potest” (la sociedad puede delinquir).

Punir penalmente a las personas ideales implicaría una distorsión contra la pureza del principio de personalidad de la pena, de raigambre constitucional en materia penal tributaria (CSJN, “Parafina del Plata”, 2/9/1968). Así también, se observaría que la necesaria presencia del elemento subjetivo, para la configuración acabada del delito, no podría estar representado por la “psiquis” de la persona jurídica, perdiéndose, de este modo, el íntegro examen del principio de culpabilidad, en tanto que la persona jurídica no puede motivarse per se, por cumplir una norma, ni tampoco motivarse para violarla.
A pesar de las posiciones doctrinarias respetables, vertidas en ambos sentidos, debemos advertir que el texto de la ley 24769 no establecía la responsabilidad penal de la persona jurídica. Situación que ahora se encuentra modificada a partir del dictado de la ley 26.735 que en su artículo 14 establece que se impondrán a la entidad las siguientes sanciones conjunta o alternativamente: 1. Multa de dos (2) a diez (10) veces de la deuda verificada. 2. Suspensión total o parcial de actividades, que en ningún caso podrá exceder los cinco (5) años. 3. Suspensión para participar en concursos o licitaciones estatales de obras o servicios públicos o en cualquier otra actividad vinculada con el Estado, que en ningún caso podrá exceder los cinco (5) años. 4. Cancelación de la personería, cuando hubiese sido creada al solo efecto de la comisión del delito, o esos actos constituyan la principal actividad de la entidad. 5. Pérdida o suspensión de los beneficios estatales que tuviere. 6. Publicación de un extracto de la sentencia condenatoria a costa de la persona de existencia ideal. 
Ahora bien, entiendo que con esta nueva legislación es necesario concluir acerca de sí la sanción a la persona jurídica es de caracteristica “autónoma”, o se comporta como una sanción por transferencia de la persona física.
En las conclusiones del 13º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina se concluía en el sentido de “Reafirmar la tesis de que la responsabilidad penal sólo comprende a las personas físicas, en razón de que la conducta es siempre humana y las personas jurídicas solo actúan como consecuencia de las conductas asumidas por quienes la dirigen”.

“Aceptar la posibilidad de la aplicación de sanciones administrativas, para lo cual debieran preverse las disposiciones procesales pertinentes, garantizando el derecho de defensa constitucionalmente protegido. Ello sólo podrá tener lugar al haberse comprobado el ilícito respectivo a partir de la determinación efectiva de la responsabilidad penal”.

En función de lo antedicho solicitamos a los ponentes se expidan, entre otras, sobre las siguientes cuestiones:
I. La responsabilidad de la persona jurídica es una sanción aplicada en forma propia “autónoma”, o funciona como una transferencia refleja de la punibilidad de la persona física (directores)

II. La sanción a persona jurídica exigirá, previamente, la sanción a la persona física?

III. Es correcto punir a quien no posee la psiquis necesaria para motivarse por cumplir la norma y optar por su violación?

IV. Es correcto no punir a la persona jurídica que, al fin y al cabo, fue quien, o través de quien, se cometió el acto disvalioso?
V. Afecta la punibilidad de la persona jurídica a terceros que nada tienen que ver en el supuesto ilícito, V.gr. los accionistas?

VI. Deberá examinarse la teoría del delito  en lo que refiere al concepto de acción y culpabilidad a fin de justificar la punibilidad a la persona jurídica? 

VII. Le será respetado el debido proceso a la persona jurídica?

VIII. Cuándo la persona jurídica ejerza su defensa en la indagatoria, quién declarará por ella?
d) Instituto de la presentación espontánea.
Respecto del instituto de la presentación espontánea la Comisión de Régimen Penal Tributario, que integraba el equipo redactor de “Bases y lineamientos generales para una futura reforma tributaria” (
) expresaba, en su momento, que “lo cierto es que en un sistema de autoliquidación, como el argentino, cuando el obligado tributario, aun fuera de plazo, ingresa voluntariamente antes de que la administración haya iniciado actuaciones de verificación y fiscalización, no está eludiendo el pago, y mucho menos de forma fraudulenta. La única causa admisible para esta exención penal se sitúa en la reparación espontánea del daño causado, pues si se concediera esta opción una vez descubierto se perdería completamente la función disuasoria y, en la práctica, se incentivaría la evasión, dañando con ello la función recaudadora”.

“No menos cierto es que la complejidad de nuestro sistema tributario ha venido a dar un contenido inusitado a la relación tributaria, lo que también avala la conveniencia de la regularización espontánea”.

“A modo de síntesis podremos decir que la regularización espontánea permite compatibilizar las exigencias recaudatorias pero sin convertir al derecho penal en instrumento de recaudación. Prevalecen los argumentos de conveniencia para la aplicación de la regularización, aunque siempre existe el riesgo de que se genere cierta criminalidad al ofrecer una vía para evitar la responsabilidad penal, aunque este riesgo podría reducirse si la regularización mantiene sus contornos penales, es decir si no se transforma en una “licencia” para defraudar”. 

El artículo 16 que establecía la extinción de la acción penal fue reemplazado por el artículo que introdujo la presentación espontánea, que otorga la exención de la responsabilidad penal. Al respecto, el Sr. Relator del 13º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina concluía respecto de este instituto que “Debe incorporarse a la LPT, la figura de la presentación espontánea –arrepentimiento activo- como causal absolutoria de responsabilidad penal, la cual puede convivir con la de extensión de la acción penal por pago, en razón de participar de distinta naturaleza”.

Del texto de la norma citada se observa que el contribuyente que desee acogerse a este beneficio deberá cumplimentar los siguientes aspectos

I. Regularización, advertimos que el artículo la norma no menciona el pago. 
II. Espontaneidad en la presentación (deberá ser espontánea y voluntaria). 
III. Cumplimiento de las obligaciones evadidas (deberá cumplir sólo con las obligaciones evadidas, para lo cual deberá estarse a la diferencia entre evadida (ardid y engaño) de los meros ajustes técnicos). 
Dada la experiencia que nuestro país tiene respecto de este instituto (cfr. Art. 113 ley 11.683) solicitamos a los ponentes se expidan, entre otras, sobre las siguientes cuestiones:

I. Regularización implica pago?
II. Si la regularización implicara el pago, qué tratamiento deberá dispensarse a los intereses devengados por la deuda regularizada? 
III. Regularización implica presentación de declaración/es rectificativa/s?
IV. Qué debe entenderse, con alto grado de precisión, por el condicionante de la espontaneidad.
V. El cese de la espontaneidad requiere de una intimación fehaciente por parte de AFIP al contribuyente?

VI. Resulta necesario que la presente norma sea reglamentada por la AFIP?

VII. Se darán por cumplidas las condiciones y, por ende, la exención de reprimenda penal cuando el contribuyente se acoja a un plan de facilidades de pago? 
e) Modificación de las umbrales de punibilidad o condiciones objetivas.
Era, tal vez, la modificación más solicitada. El aumento de las condiciones objetivas era reclamado por colegiaturas, asociaciones, Consejos y la propia FACPCE.
El aumento es parejo para cada uno de los artículos, el monto anterior se multiplica por cuatro. 

El Sr. Relator del 13º Simposio sobre legislación Tributaria”, Humberto Bertazza, alertaba sobre el tema manifestando que “la adecuación de los umbrales de punibilidad implicará, por un lado, la homogeneización de la identificación de los actos económicos y, por el otro, la tutela de los principios y garantías constitucionales, en cuanto a la necesaria aplicación del principio de la ley penal más benigna”, para concluir en el sentido que “Resulta imperativo e impostergable la adecuación de los umbrales de punibilidad, estimándose en multiplicar por cuatro los valores vigentes y, asimismo, a los efectos de completar el diseño de la figura penal, la incorporación de porcentajes mínimos sobre la cuantía determinada, el cual podría establecerse en el 30%.”

Sin embargo, la publicación del Dictamen del Procurador Nº 5/12, dictado el 8/4/2012, en cuanto expresa que “El aumento de los montos mínimos de la Ley Penal Tributaria que dispuso la ley 26.735 respondió al objetivo principal de actualizarlos compensando la depreciación sufrida por la moneda nacional durante el período de vigencia de la ley 24.769”. Para continuar enunciando que  “…no se ha dictado una ley penal más benigna sino que se ha legislado una actualización de los umbrales de punibilidad”. Por ello, se instruyó a los fiscales con competencia en materia penal para que se opongan a la aplicación retroactiva de la ley 26.735 por aplicación de los artículos 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ha generado una discusión en torno a la aplicación, o no, de la ley penal más benigna cuando los montos objetivos son menores a los legislados por la ley 26.735. Al respecto, nos cuestionamos sobre si este dictamen impediría la garantía de la ley penal más benigna?
Por ello, solicitamos a los señores ponentes que, entre otros aspectos, examinen los siguientes temas:

I. Los incrementos establecidos son meras actualizaciones?
II. Los incrementos legislados generarán una expectativa de impunidad?

III. Resulta aplicable la doctrina jurisprudencial de la causa "Jorge Carlos Palero" (Fallos: 330:4544)

IV. El dictamen del Procurador 5/12 anula la garantía establecida por el artículo 2º del Código Penal.

V. Resultaría conveniente que los tipos penales, además de la condición objetiva incorporaran porcentajes mínimos sobre la cuantía evadida?

f) f) Nuevo tipo penal de adulteración de los sistemas informáticos y los controladores fiscales

 La causa que despertó el debate jurisprudencial sobre la tipicidad del artículo 12 de la ley penal tributaria, respecto de la adulteración de soportes informáticos del fisco nacional es, sin duda, “Chen Qibin s/Alteración dolosa de registros”. Recordemos las actuaciones y las distintas posiciones asumidas por los judiciables.

 El juez a cargo del Juzgado Penal Tributario Nº1 resolvía, el 10/5/2004, que “En el presente caso, el controlador fiscal adulterado es propiedad del contribuyente. Siendo así, pretender que el supuesto se encuentra abarcado por aquel tipo penal importa aplicarlo a un supuesto análogo al previsto por él.” “Para que la conducta quede subsumida en el tipo penal previsto en el mencionado artículo 12 de la ley 24769, los registros o soportes documentales o informáticos deben pertenecer al Fisco Nacional, lo que en el presente caso no se verifica toda vez que el controlador fiscal o la caja registradora es propiedad del contribuyente. Esta circunstancia no se modifica por el hecho que sea el propio Ente Recaudador -conforme lo indica la RG (DGI) 4104 quien establece la obligación de adquirir el controlador”.
Sin embargo, la Sala A de la CNAPE (agosto 2004), por mayoría, resuelve que “... los registros de/fisco nacional no necesariamente son cosas materiales de propiedad del fisco. La acción y efecto de registrar, cuando además se aclara que es lo relativo a obligaciones tributarias, es algo que puede ser del fisco aunque no le pertenezca a este último el soporte material sobre el que se asienta”.
Si bien la causa se resolvió, el debate sobre el articulo 12 y la “flexibilidad pretendida” del tipo penal nunca cesó. Atento a ello, la reciente reforma incluye, en el artículo 12 bis, un tipo penal específico para evitar la laguna legal respecto de los controladores fiscales.
En las Conclusiones del 13º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina se expresaba que “... medidas de este tipo, como también las de los artículos 10, 11 y 12, no debieran formar parte de una ley penal tributaria en razón de considerarse que tienen una adecuación suficiente en las normas del Código Penal. Resulta recomendable la eliminación de los artículos 10, 11 y 12 y el proyectado como artículo 12 bis de la ley penal tributaria”

En función de lo expuesto, entendemos necesario que los ponentes se expidan sobre este nuevo tipo penal y su eficacia en la inclusión de la reformada ley 24.769.
g) g) El Fisco deja de tener la capacidad de decisión sobre la procedencia, o no, de efectuar la denuncia penal (cfr. Art. 177 del CPPN) (
)

La derogación del artículo 19 deja sin efecto la obligación, por parte de los funcionarios fiscales, de comunicar a la Procuración del Tesoro de la Nación la decisión de no formular denuncia penal.
Tal eliminación no hace más que equiparar la obligación establecida por el inciso 1º del artículo 177 del C.P.P.N. en cuanto en el se regula que los funcionarios o empleados públicos que, en ejercicio de sus funciones conozcan delitos perseguibles de oficio tendrán la obligación de denunciarlos. 
Solicitamos a los ponentes que nos ilustren sobre la conveniencia, o perjuicio, de la eliminación del artículo antes citado.

h) h) La denuncia penal no suspende ni impide los procedimientos de determinación y ejecución de la deuda ni los recursos que se interpongan contra las resoluciones recaídas en aquellos.

El artículo 20 de la ley siempre estuvo signado por el peligro inminente del strepitus foris. (
) El texto original rezaba “La formulación de la denuncia penal no impedirá la sustanciación de los procedimientos administrativos y judiciales tendientes a la determinación y ejecución de la deuda tributaria o previsional, pero la autoridad administrativa se abstendrá de aplicar sanciones hasta que sea dictada la sentencia definitiva en sede penal". 
La reforma establece, para el artículo antes citado, que “La formulación de la denuncia penal no suspende ni impide la sustanciación y resolución de los procedimientos tendientes a la determinación y ejecución de la deuda tributaria o de los recursos de la seguridad social, ni la de los recursos administrativos, contencioso administrativos o judiciales que se interpongan contra las resoluciones recaídas en aquéllos".
Adviértase, que ahora se ha legislado una “independencia” de las resoluciones entre los fueros intervinientes. El Tribunal Fiscal de la Nación, y su alzada la Cámara Nac. de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal podrán resolver con independencia de la resolución a la que arribe el fuero en lo penal.
Esta modificación legislativa deja de lado jurisprudencia de la Cámara Nac. de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, tal como la dictada en autos Agroferia SRL (CNACAF – Sala V, 15/7/2008) [
], e “Ingeniería Ronza SA” (CNACAF – Sala II, 10/7/2008). Es indudable que, con esta reforma, el TFN o la CNCAF no pueden supeditar la decisión a las resultas de la causa criminal, como ya lo había señalado la jurisprudencia (
). El trámite no puede ser paralizado o suspendido de ninguna manera, ya que no existe una cuestión prejudicial o norma alguna que así lo prevea (
). 

Por ello, solicitamos a los ponentes que nos brinden sus opiniones sobre la modificación legislada, investigando si con ella se aleja toda posibilidad de strepitus foris.
i) i) Imposibilidad, de la suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos de la ley 24.769 y de los delitos aduaneros, según la incorporación del último párrafo al Art. 76 bis del Código Penal (
).

El instituto de la “probation” está contenido en los arts. 76 bis, 76 ter y 76 quáter del Código Penal. La “probation” o suspensión del juicio a prueba está previsto para el imputado de un delito de acción pública cuya pena máxima no exceda de tres años. El Tribunal establecerá las reglas de conducta que deberá cumplir el imputado, conforme el Art. 27 bis del ordenamiento penal. Si durante el tiempo fijado por el Tribunal el imputado no comete un delito, repara los daños en la medida ofrecida y cumple con las reglas de conducta establecidas, se extinguirá la acción penal. En caso contrario, se llevará a cabo el juicio y si el imputado fuere absuelto se le devolverán los bienes abandonados en favor del Estado y la multa pagada, pero no podrá pretender el reintegro de las reparaciones cumplidas.
La modificación deja de lado importante jurisprudencia del Alto Tribunal referida al instituto, tanto en autos “Acosta, Alejandro Esteban” (CSJN 23/4/2008) como en “Nanut, Daniel” (CSJN 7/10/2008).
En el debate parlamentario, en la Cámara Baja, el diputado Heller a favor de la eliminación de la probation, sostuvo que “A mi modo de ver, es absolutamente inaceptable que este tipo de delito pueda ser compensado a través del mecanismo de la probation. La probation debería ser una medida que  permita atender las faltas cometidas en otro tipo de infracciones o incumplimientos. Aquí estamos hablando de personas o empresas que evaden recursos fiscales por montos importantes y que están privando al Estado nacional de recursos que permitirían resolver muchísimos problemas. Cuando hablo del Estado nacional nos estamos refiriendo a los ciudadanos y ciudadanas de este país”.
Por su parte, la diputada Bullrich, en contra de la supresión del instituto, manifestaba que “A mi modo de ver, es absolutamente inaceptable que este tipo de delito pueda ser compensado a través del mecanismo de la probation. La probation debería ser una medida que  permita atender las faltas cometidas en otro tipo de infracciones o incumplimientos. Aquí estamos hablando de personas o empresas que evaden recursos fiscales por montos importantes y que están privando al Estado nacional de recursos que permitirían resolver muchísimos problemas. Cuando hablo del Estado nacional nos estamos refiriendo a los ciudadanos y ciudadanas de este país”.

Por nuestra parte, solicitamos a los ponentes nos ilustren sobre la conveniencia o inconveniencia de la supresión del instituto analizado.
3) PALABRAS FINALES
La independencia de opiniones que siempre ha distinguido al Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina, pone hoy, en discusión pública la reforma operada en la Ley Penal Tributaria y Previsional por la ley 26.735.
Estamos deseosos de escuchar variadas opiniones fundadas, tanto de los señores panelistas como de los señores ponentes. 

El Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, una vez más, abre sus puertas para analizar, estudiar, debatir y concluir con el grado de rigorismo profesional que siempre ha caracterizado los eventos de esta casa.

�) Mensaje Nº 379 PEN del 17/3/10.


�)� HYPERLINK "http://www.consejo.org.ar/congresos/13legtributa.htm#dir" ��www.consejo.org.ar/congresos/13legtributa.htm#dir�. Presidente Vicente O. Díaz, Presidente Alterno Rubén Rodríguez, Relator Humberto Bertazza, Secretaria Carolina Calello


�) No es necesario que el sujeto activo o los partícipes conozcan, y dirijan su conducta a evadir una suma superior a $ 400.000.


�) Código Procesal Penal de la Nación, artículo 177: Tendrán obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio:


1°) Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones. 


2°) Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás personas que ejerzan cualquier rama del arte de curar, en cuanto a los delitos contra la vida y la integridad física que conozcan al prestar los auxilios de su profesión, salvo que los hechos conocidos estén bajo el amparo del secreto profesional


�) Pronunciamiento del Consejo Directivo de la AAEF (Anales 1994/96, pág. 70), el 7º Simposio sobre Legislación Tributaria CPCECABA (año 2005); el 13º Simposio sobre Legislación Tributaria CPCECABA (año 2011), Bases y Lineamientos para una futura reforma tributaria CPCECABA 2011.


� ) Conclusiones Comisión Nº 1 Simposio sobre legislación tributaria, año 2011 CPCECABA.


�) Esteban Semachowicz “...asumiendo que las tres jurisdicciones en forma concurrente determinan el impuesto evadido, ¿cuál será el juez competente? Es dable destacar que se trata de un solo delito y no de un concurso, ya que se trata de un solo impuesto aun cuando le corresponda una proporción a cada jurisdicción. El panorama se torna más complejo teniendo en consideración que los Códigos Fiscales disponen de distintos tratamientos a aplicar en la determinación del impuesto a la porción de la base imponible que le corresponda por aplicación del Convenio, por lo cual, el juez competente deberá analizar todos los ordenamientos fiscales involucrados”. DPTyE, Nº 22, feb. 2012, Pág. 84, 


�) Cfr. Vicente Oscar Díaz “Análisis preliminar de la reforma de la ley penal tributaria” Practica Profesional, Nº 157, 1/2012, Pág. 41.


� ) Esteban Semachowicz, Ob. citada, Pág. 87.


� ) Este principio opera para limitar los excesos del poder punitivo estatal, y solo exige un mínimo de razonabilidad para que la conminación penal pueda ser acepta en un estado de derecho. Fernández, Carlos A. s/recurso de inconstitucionalidad”. CNCP – Sala II, 27/3/1995.


�) Esta cuestión ha sido advertida por la Diputada Gambaro quien aseveró “la última modificación que vamos a proponer es la eliminación del inciso d) del artículo 2, que establece un agravante por la utilización de una factura apócrifa. Entendemos que este inciso la norma no plantea una condición objetiva de punibilidad. Digo esto porque es lo mismo tener una factura apócrifa de treinta pesos en una evasión de medio millón de pesos, que tener una de 150.000 dólares en el mismo monto de evasión. Por esta razón entendemos que tiene que modificarse este agravante o, en su defecto, incluir una condición objetiva que permita determinar, en que casos estas facturas dan lugar a la aplicación del agravante.


� ) Vicente Oscar Díaz, Ob. citada, Pág. 41.


�) Cfr. “Aranguren Ricardo y otros s/inf. Ley 24.769” - Cámara Federal de San Martín – Sala II – Sec. 2º - Magistrados: Daniel Mario Rudi, Alberto Daniel Criscuolo, Hugo Daniel Gurruchaga. 13/3/2012. 


�) Teresa Gómez “Autoría y responsabilidad penal tributaria de las personas jurídicas y profesionales”. “Estudios sobre el proceso penal tributario. Etapas, instancias y partes. Derecho procesal nacional y comparado”. 2º edición, Errepar, Pág. 581.


�) Horacio Della Rocca, Teresa Gómez, Rubén Rodríguez, Esteban Semachowicz, CPCECABA, Edicon, Pág. 431. Julio 2011


� ) Código Procesal Penal de la Nación, artículo 177: Tendrán obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio:


1°) Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en el ejercicio de sus funciones. 


2°) Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás personas que ejerzan cualquier rama del arte de curar, en cuanto a los delitos contra la vida y la integridad física que conozcan al prestar los auxilios de su profesión, salvo que los hechos conocidos estén bajo el amparo del secreto profesional


� ) Hemos asistido a interesantes debates, (cfr. V Jornadas de Derecho Penal Tributario [AAEF], 11º Simposio Sobre Legislación Tributaria Argentina [CPCECABA]; nos hemos ilustrado con calificada doctrina, (cfr. entre otros, el trabajo realizado por los Dres. Humberto Bertazza, José Díaz Ortiz y Norberto Marconi presentado en el 11º Simposio Sobre Legislación Tributaria Argentina. CPCECABA) y hemos reflexionado sobre fundada jurisprudencia (Almeida Nora Mabel TFN Sala B 23/11/2004. Almeida Nora Mabel CNCAF Sala V 15/3/2006. Procesamiento Industrial Laminados Arg. SA CNCAF Sala III 13/10/2006. Clínicas y Sanatorios Asociados SA CNCAF Sala IV 6/12/2007.Ingeniería Ronza SA CNCAF Sala II 10/06/2008. Agroferia CNCAF Sala V 15/07/2008). Todo en ello en búsqueda de una armonización normativa que garantice la imposibilidad de presenciar un escándalo jurídico.


�) “En atención a la clara referencia que el artículo 20 de la ley 24.769 hace a las "declaraciones de hecho" contenidas en la sentencia penal, cabe concluir que el Tribunal Fiscal de la Nación deberá hacer mérito de las cuestiones consideradas en la sentencia penal siempre que éstas se relacionen con el tipo objetivo de la norma, y sin presuponer valoraciones jurídicas a la luz de la norma extrapenal”.� “Resulta imposible desatender declaraciones de hechos contenidas en la sentencia penal. Una solución contraria a la aquí propiciada transformaría el efecto de la sentencia penal tributaria en una expresión meramente declarativa; en claro desmedro de la garantía constitucional del “non bis in idem”, y en franca violación a la intención preclara del legislador de mantener la coherencia respecto de la plataforma fáctica común al proceso penal tributario y al procedimiento administrativo de determinación del tributo”.


�) “Que por otro lado resulta contradictorio e inoportuno el pedido de caducidad, por haberse tramitado el procedimiento que culminó con el dictado de los actos apelados. Que asimismo debe señalarse que el Art. 20 de la ley 24.769 estipula que la formulación de denuncia penal no impide la sustanciación de los procedimientos administrativos y judiciales tendientes a determinar y ejecutar la deuda tributaria; sólo veda a la autoridad administrativa la posibilidad de aplicar sanciones hasta el dictado de la sentencia definitiva en sede penal. Que por las razones expuestas debe rechazarse el pedido de caducidad que formula la actora. (…) Que en cuanto al pedido de suspensión del procedimiento hasta tanto quede firme la resolución del juez penal que rechaza la nulidad planteada en sede penal, también resulta totalmente improcedente y asimismo resulta de aplicación el precitado Art. 20 de la ley penal tributaria 24.769” (“Fideera Atlántica SRL” TFN Sala B del 02/06/2006)


� ) José Viola “Apostillas a la ley 26.735” – DPTE Nº 22, Errepar, Pág. 46 y 47.


� ) Código Penal: articulo 76 bis.- “El imputado de un delito de acción pública reprimido con pena de reclusión o prisión cuyo máximo no exceda de tres años, podrá solicitar la suspensión del juicio a prueba.


En casos de concurso de delitos, el imputado también podrá solicitar la suspensión del juicio a prueba si el máximo de la pena de reclusión o prisión aplicable no excediese de tres años.


Al presentar la solicitud, el imputado deberá ofrecer hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, sin que ello implique confesión ni reconocimiento de la responsabilidad civil correspondiente. El juez decidirá sobre la razonabilidad del ofrecimiento en resolución fundada. La parte damnificada podrá aceptar o no la reparación ofrecida, y en este último caso, si la realización del juicio se suspendiere, tendrá habilitada la acción civil correspondiente.


Si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal, el Tribunal podrá suspender la realización del juicio.


Si el delito o alguno de los delitos que integran el concurso estuviera reprimido con pena de multa aplicable en forma conjunta o alternativa con la de prisión, será condición, además, que se pague el mínimo de la multa correspondiente.


El imputado deberá abandonar en favor del estado, los bienes que presumiblemente resultarían decomisados en caso que recayera condena.


No procederá la suspensión del juicio cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus funciones, hubiese participado en el delito.


Tampoco procederá la suspensión del juicio a prueba respecto de los delitos reprimidos con pena de inhabilitación.


Tampoco procederá la suspensión del juicio a prueba respecto de los ilícitos reprimidos por las Leyes 22.415 y 24.769 y sus respectivas modificaciones”. 
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